Expediente D-475/00-01

                                                          PROYECTO DE LEYPRIVATE 


El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos

Aires, sancionan con fuerza de: 


L E Y

ARTICULO 1º: La Policía Judicial es un órgano auxiliar de la administración de justicia que depende del Procurador General de la Suprema Corte de Justicia. Estará a cargo de un Director General e integrada por instructores judiciales, un área científico técnica y personal auxiliar. 

ARTICULO 2º: El Director General tendrá como función coordinar la labor de los integrantes del cuerpo bajo su dirección y las relaciones entre ellos y los magistrados y representantes del Ministerio Público, así como aquellas otras funciones que reglamentariamente le asigne el Procurador General de la Suprema Corte de Justicia.


Para ser designado Director General se requiere título de abogado, 30 años de edad, 6 años como mínimo en el ejercicio de la profesión o en la carrera judicial, además de las exigencias de idoneidad y especificidad que se establezcan por vía reglamentaria.

ARTICULO 3º: Los instructores judiciales serán designados previo concurso de oposición y antecedentes. Deberán acreditar haber aprobado el curso respectivo según las normas establecidas por la Suprema Corte de Justicia, y cumplir con los requisitos de poseer título de abogado y dos años de antigüedad en su expedición. 

Tendrá, además de las previstas en los artículos 293, 294 y 297 de la Ley 11922 -Código Procesal Penal- y en los artículos 61 y 63 de la Ley 12061, las siguientes funciones:


a) Instruir, bajo la dirección del Fiscal de la causa, las investigaciones penales preparatorias en materia criminal y correccional. En los delitos de acción pública deben intervenir desde que tengan noticia de la comisión de un hecho presuntamente delictivo. 

En los delitos de acción publica dependientes de instancia privada, intervendrá luego de recibida la denuncia de aquel que tiene derecho a instar.

b) Realizar todas aquellas diligencias del proceso que el Juez le ordene y que no estuvieran reservadas por ley a éste. Deberá asimismo realizar aquellas diligencias solicitadas por el Fiscal consideradas conducentes a la averiguación de la verdad.


c) Informar a los Tribunales, Fiscalías y, en su caso al Defensor Oficial, de cualquier tipo de irregularidad o ilegalidad e incumplimiento de las normas vigentes.


d) Brindar información a los profesionales letrados.


e) Ejercer el control sobre las actuaciones al momento de ser elevadas al Fiscal.


f) Recibir denuncias.


g) Cumplir todas las funciones que le asignen ésta y otras leyes.


Podrán ser recusados por las mismas causales que los Secretarios de Primera Instancia y les será aplicable el mismo régimen disciplinario y de incompatibilidades.

ARTICULO 4º: El área científico técnica estará integrada por profesionales y técnicos. Es condición para el ingreso haber rendido satisfactoriamente el examen de evaluación que la reglamentación establezca. Estará dividida como mínimo en los siguientes gabinetes: medicina forense, medicina químico-legal, balística, dactiloscopia, necropapiloscopía, planimetría, fotografía, rastros, accidentología, antropología forense, sedimentología y palinología, incendios y explosivos, psicología, psiquiatría forense, genética, y antropología cultural.


Los profesionales y técnicos deberán contar con título habilitante y estar matriculados en el respectivo Colegio.

ARTICULO 5º: Para ser designado personal Auxiliar de la Policía Judicial se requerirá haber concluido la instrucción básica obligatoria con el título de bachiller u otro semejante, tener 21 años de edad, realizar las capacitaciones previas que establezca la reglamentación,  o tener antecedentes laborales en las fuerzas de seguridad.

ARTICULO 6º: El Director General, los instructores judiciales, y el personal del área científico-técnico y auxiliar, revistarán en el escalafón, con la jerarquía y remuneración que establezca el Procurador General.

ARTICULO 7º: La policía de seguridad, sin perjuicio de la obligación de prevenir en el sumario hasta tanto se haga cargo la policía judicial, deberá prestar colaboración inmediata a las solicitudes que le formulen los instructores judiciales.

ARTICULO 8º: Los instructores judiciales tendrán sus despachos y desempeñarán sus funciones en aquellas dependencias del Poder Judicial que el Procurador de la Suprema Corte de Justicia disponga. Cuando las exigencias de una mejor y eficaz administración de justicia así lo impongan, se podrá disponer que los instructores judiciales tengan sus despachos y desempeñen sus funciones en dependencias de la Policía de Seguridad.

ARTICULO 9º:  Cuando la Policía de Seguridad constate la comisión de un presunto hecho delictivo, lo pondrá de inmediato en conocimiento del Fiscal competente y de la Policía Judicial.


La Policía de Seguridad cumplirá las diligencias sumariales necesarias en los casos en que no  pueda hacerlo inmediatamente la Policía Judicial; y desde que esta intervenga será su auxiliar, debiéndole prestar colaboración inmediata desde su requerimiento, sin perjuicio de las ordenes directas que aquella reciba del Fiscal.

ARTICULO
10º: El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia podrá incorporar, para los escalafones del personal del área científico técnica y auxiliares, a personal de la Policía de Seguridad. Para ello deberá tener en cuenta sus antecedentes personales referidos a su conducta y respeto por los derechos humanos, y el personal deberá cumplir con las siguientes requisitos:


a) Reunir las condiciones técnicas, científicas y profesionales exigidas por esta Ley y por la reglamentación como condición de idoneidad para cubrir los cargos y funciones de la Policía Judicial.


b) Prestar fehacientemente su conformidad.

ARTICULO 11º: La Suprema Corte de Justicia adoptará las medidas que estime adecuadas para la creación o continuación de cursos de capacitación destinados a la formación de los instructores judiciales. 

ARTICULO 12º: Autorizase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones presupuestarias pertinentes a fin de ejecutar la presente Ley, quedando facultado asimismo y previo acuerdo con la Suprema Corte de Justicia, a efectuar las transferencias de estructuras y personal de la Policía Bonaerense a la Policía Judicial, previendo la asignación de recursos presupuestarios, resguardando los derechos adquiridos y remuneraciones del personal transferido y preservando la formación de equipos de investigación criminalistica. 

ARTICULO 13º: Derógase la Ley 7950 y el Capitulo V de la Sección Quinta de la Ley 12061.

ARTICULO 14º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.


FUNDAMENTOS

El proyecto que sometemos al análisis y debate del cuerpo persigue cumplir con el imperativo constitucional que manda el artículo 166 de la Carta Magna Provincial -en cuanto impone a la Legislatura organizar la POLICIA JUDICIAL-, y de esa forma constituirse en un aporte hacia el mejor funcionamiento del servicio de administración de justicia, específicamente en el ámbito penal, al dotarla de un cuerpo especializado que, dependiente del Procurador General de la Suprema Corte de Justicia, asista en la instrucción a los Sres. Fiscales.



Cualquiera sea la denominación que se otorgue a sus integrantes (Instructor Judicial, según la Ley 7950; Jefe Letrado de Sumarios, de acuerdo a la Ley 7086 de la Provincia de Córdoba, y proyectos del Diputado Honores y el Senador Tocci; simplemente Instructor para los Senadores Salvador, Ivoskus, Bertoncello y Pelly; o Asistentes Jurídicos de la Prevención, terminología utilizada por la Ley Nacional 24050 y el Diputado Móccero), la idea de la Policía Judicial encuentra basamento en la necesidad de mejorar la sustanciación de los procedimientos en la investigación sobre la comisión de posibles ilícitos, propósito de los proyectos mencionados y exigencia unánime de la sociedad.


La  tesis de la Policía Judicial se funda en la existencia de dos tipos de funciones con relación a la policía en el ámbito procesal penal. Por una parte nos encontramos frente a la llamada Policía de Seguridad, cuya función especifica es resguardar el orden en la convivencia social y proteger la integridad psico-física y los bienes de las personas.


A partir de la perpetración de un delito comienza otra función, de naturaleza y fines distintos a los cumplidos por la Policía de Seguridad o también llamada preventiva. Hablamos de la que corresponde a la Policía Judicial, que creemos debe ser de investigación, de instrucción sumarial,  de la determinación de la existencia del delito y su posibles autores. Se trata de una tarea jurídica eventual, preparatoria, auxiliar, cautelar e imparcial, sujeta a principios de oficiosidad, legalidad e investigación integral. 


Los integrantes del nuevo instituto deberán tener como principal función asistir a los Fiscales en la investigación de la presunta comisión de delitos, practicando para ello todas las diligencias del caso, además de controlar la debida observancia de las normas relativas a los derechos y garantías de testigos, víctimas e imputados, y de toda otra persona involucrada en la investigación, informando de inmediato al órgano judicial competente en caso de que aquéllos fuesen vulnerados.


La Policía Judicial ha sido implementada en Córdoba, y ha alcanzado rango constitucional en Misiones, Corrientes, Río Negro, La Rioja, Mendoza, Santiago del Estero, San Luis, San Juan y Entre Ríos, y creada para la Justicia Nacional por la Ley 24.050. En nuestra provincia, se encuentra por un lado el esfuerzo de la Suprema Corte de justicia al amparo de la Ley 7950 del año 1972, y por otro la Ley 12061, pero se carece de un marco normativo específico como el propuesto en esta iniciativa, sobre el cual ya adelantáramos nuestra posición en oportunidad del debate parlamentario de esa norma, donde también manifestamos nuestra postura en torno de la llamada “policía en función judicial”.

 
Creemos que al imperativo constitucional, al momento demorado en su cumplimiento según nuestra óptica, se suman los posibles beneficios que para una más conducente aplicación del Código Procesal Penal traería aparejado el funcionamiento de la Policía Judicial, y por ello fundamentalmente la implementación de la Policía Judicial es hoy una necesidad impostergable para los bonaerenses, pues puede erigirse en una herramienta de lucha contra la impunidad y la injusticia, flagelos a combatir si se trata de construir una sociedad democrática.


En la elaboración de esta iniciativa se tuvieron en cuenta varios antecedentes legislativos, destacándose el proyecto de Ley D 1871/98-99, de los Diputados Salvador, Mosquera y Ferrari, sobre Modificación artículos de la Ley 5827, Orgánica del Poder Judicial, funcionamiento de la Policía Judicial, que obtuviera sanción por parte de ésta Cámara en junio de 1998. 


Desde entonces nuevas voces se han sumado a las coincidencias del cuerpo social en la aplicación de un sistema que tiene amplio consenso para su implementación inmediata, hecho que aventura el tratamiento y aprobación del presente que solicitamos a los Sres. Diputados.
